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Es deber de la Sala desatar el recurso de alzada propuesto por el señor defensor del acusado JULIÁN MAURICIO BENJUMEA, en la causa que se adelanta ante el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta capital por el punible de Tráfico de estupefacientes, al manifestar inconformidad por la negación de la práctica de unas pruebas en el juicio, según decisión proferida el veinticuatro (24) de enero de 2005.

1.- antecedentes

1.1.-  La defensa hizo uso de su derecho a solicitar pruebas durante el traslado que menciona el artículo 400 del C.P.P., en cuyo ejercicio hizo alusión a la necesidad de decretar: inspección judicial al lugar de los hechos, ampliación de los testimonios de los uniformados que participaron en el operativo y recepción de otros testimonios que cita (fl.93 fte.).

1.2.- Al momento de la preparatoria, la señora Juez tuvo ocasión de hacer el pronunciamiento respectivo con relación a la petición de la defensa, señaló: a)- Es improcedente e inconducente la inspección judicial, pues no está justificada ni se sabe de su trascendencia para los fines de la investigación, b)- No hay lugar a la ratificación de los testimonios de los policiales pues depusieron ampliamente acerca del conocimiento de los hechos, y c)- SÍ procede la práctica de los restantes testimonios.

1.3.- La interposición del recurso en el acto estuvo seguida de una sustentación escueta en los siguientes términos: “no se ha podido ejercer el derecho de contradicción y esa es la razón para propender por la comparecencia de los uniformados”.  
2.-  motivación
La manera en que se ha hecho la sustentación del recurso, deja la impresión al Tribunal que la inconformidad de la defensa quedó reducida única y exclusivamente a lo relacionado con la ampliación de los testimonios policiales, no así a la negativa en la realización de la inspección judicial pues nada se dijo al respecto. Siendo así, pasa esta Sala de Decisión a definir si los términos en que ha sido formulada la petición probatoria deben o no acatarse por la Juez de primer grado.

Le expresó la funcionaria del conocimiento al señor apoderado, que por parte de la Corte Suprema de Justicia y de este Tribunal ya se han hecho múltiples pronunciamientos acerca de no ser atendible el razonamiento según el cual: basta la simple petición de pruebas así sea sin fundamentación alguna para que se genere la correlativa obligación judicial de disponer su práctica. Si este fuese el verdadero entendimiento, el juicio de conducencia, de pertinencia y de necesidad que exige le exige la ley al servidor judicial antes de proceder a decretar prueba, caería en el vacío.

Desde luego que quien hace este tipo de peticiones está en la obligación de exponer las razones que hacen útil el medio probatorio, pues es precisamente la parte interesada quien mejor sabe la motivación de su propia pretensión. Esa exigencia, es aún más rigurosa cuando la prueba ya reposa en el expediente y lo que se pide es una repetición, pues entonces, es preciso saber por qué o para qué se amplía. En ese sentido se parte del supuesto indiscutible de estar agotada su práctica con la posibilidad de contradicción en su momento oportuno por parte del interesado (bien sea porque el sujeto procesal estuvo o pudo estar presente en su desarrollo, o bien porque no habiendo comparecido está en capacidad de confrontar lo dicho haciendo uso de sus argumentos valorativos -entiéndase alegaciones de conclusión o alegaciones en audiencia, o por medio de los recursos-).

Como se mencionó por esta Corporación en la providencia que cita la a quo : 

La ratificación probatoria no puede darse en forma indiscriminada; si a ello se diera lugar, es decir, si se generalizara su práctica para concluir que todo testimonio realizado sin la presencia de alguno de los sujetos procesales fuera susceptible de repetirse para que esta parte tuviera ocasión de contrainterrogar, significaría ni más ni menos que la repetición en juicio de todo lo realizado en la instrucción, lo cual contraviene los elementales principios de lealtad y economía procesal. En ese orden de ideas, sólo por vía de excepción puede aceptarse la pretendida ratificación, repetición o ampliación probatoria, por lo cual, resulta de suma trascendencia conocer qué hechos nuevos indican la necesidad de volver a escuchar al testigo, de interrogarlo acerca de situaciones no conocidas en un primer momento; y esto, obviamente, sólo está en capacidad de advertirlo quien considera que esa nueva intervención resulta pertinente.
 

Si lo anterior es sumamente claro -creemos-, entonces aquí se echan de menos los parámetros de razonabilidad por la defensa para pretender la repetición de esas deponencias, cuando de paso se sabe que los oficiales expusieron en detalle todo lo que percibieron con sus propios sentidos y estaban en capacidad de vertirlo al proceso. Cabe decir incluso, que en consideración al tiempo transcurrido, lo que estas personas vuelvan a relatar en juicio ya no será posiblemente tan fidedigno como aquello que en su momento oportuno expusieron, con lo cual, les bastará decir que se atienen a lo ya expuesto bajo juramento. 

Así las cosas, ante la ausencia de elementos de juicio que nos permitan siquiera sospechar en la conveniencia de una tal ratificación a escala, es un imperativo la confirmación del auto recurrido.

3.- decisión

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión proferida por la señora Juez Tercero Penal del Circuito, a través de la cual negó la práctica de algunas pruebas solicitadas por la parte recurrente.

COMUNÍQUESE Y DEVUÉLVASE
  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                      VICENTE RODRÍGUEZ FEO

                    Magistrado       
                                               Magistrado

    HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                          CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

                    Magistrado  
   

                       Secretaria de la Sala           
�  Tribunal Superior Distrito Judicial de Pereira, Auto del trece (13) de Noviembre de 2003, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque.
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